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EL HONORABLE CONGRESO CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COLIMA, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE CONFIEREN LOS ARTÍCULOS 33 FRACCIÓN I Y 40 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA LOCAL, EN NOMBRE DEL PUEBLO EXPIDE EL SIGUIENTE DECRETO, CON BASE EN LOS SIGUIENTES,
A N T E C E D E N T E S 

1.- El Diputado Santiago Chávez Chávez y Diputados Integrantes del Partido del Partido Revolucionario Institucional, Diputados del Partido Nueva Alianza, Verde Ecologista de México y Partido del Trabajo de esta Quincuagésima Octava Legislatura, con fecha 04 de mayo de 2017, presentaron ante la Asamblea Legislativa, la iniciativa con Proyecto de Decreto, relativa a reformar la fracciones XII, XIII y adicionar la fracción XIV al artículo 7; asimismo reformar las fracciones VII, IX, X y adicionar la fracción XI al artículo 34 Bis 15, todos de la Ley de Desarrollo Social para el Estado de Colima.
2.- Mediante oficio número DPL/1210/017, de fecha 04 de mayo de 2017, los Diputados Secretarios de la Mesa Directiva del Honorable Congreso del Estado de Colima, turnaron a la Comisión de Estudios Legislativos y Puntos Constitucionales, la iniciativa en comento, para efectos de su estudio, análisis y elaboración del dictamen correspondiente.

3.- Es por ello que los Diputados integrantes de la Comisión que dictamina, procedemos a realizar el siguiente:

A N Á L I S I S    D E    L A    I N I C I A T I V A 

I.- La iniciativa presentada por el Diputado del Santiago Chávez Chávez, en su exposición de motivos, señala que:
“Nuestro Estado siempre se ha caracterizado por ser una entidad en desarrollo permanente y a la vanguardia, con transformaciones en el ámbito económico, y de política social, donde de forma fluida se satisfacen las demandas de la sociedad la cual está en constante evolución.

En ese sentido, los iniciadores proponemos la inclusión de la perspectiva de género como uno de los principios a los que se deberá de sujetar la Política de Desarrollo Social en el Estado.

Lo anterior con fundamento a lo establecido por la ley general de Desarrollo Social; y con la finalidad de que el estado de vulnerabilidad que genere una desventaja real o un desequilibrio patente en perjuicio de los ciudadanos, remediando los potenciales efecto discriminatorio que el ordenamiento jurídico y las practicas institucionales pueden tener en detrimento de las personas principalmente de las mujeres.

Esto es, incorporar en el Desarrollo Social del estado el proceso de evaluación de las consecuencias para las mujeres y los hombres de cualquier actividad planificada (leyes, políticas o programas) en todos los sectores y a todos los niveles.

En otras palabras, incorporar en los principios a los que deberá de sujetarse el Desarrollo Social en Colima la estrategia destinada a hacer que las preocupaciones y experiencias de las mujeres, así como  los hombre, sean  un elemento integrante de la elaboración, la aplicación, la supervisión y la evaluación de las políticas y los programas de Desarrollo Social, a fin de que las mujeres y los hombres se beneficien por igual y se impida que se perpetué la desigualdad. Siendo el objetivo final lograr la igualdad [sustantiva] entre los géneros en la implementación de la Política de Desarrollo Social en el Estado. 

Por otra parte, la Federación, los Estados y Municipios, vinculan esfuerzos y recursos para hacer frente a la situación de pobreza extrema de algunos sectores de la población. En el Estado de Colima, en sus 10 municipios se enfoca el trabajo interinstitucional para entender dicha problemática, promoviendo la participación activa de la sociedad civil en las políticas públicas de combate a la pobreza y el compromiso de los ayuntamientos involucrados. 

La Secretaria de desarrollo Social aplica diversos programas destinados a la superación de la pobreza y al desarrollo social de sectores vulnerables de la Población. El Sistema estatal de Desarrollo Social para el estado de Colima: 

Es un mecanismo permanente de concurrencia, colaboración, coordinación, concertación y vinculación de los de los gobiernos federal, estatal y municipal, así como de los sectores social y privado, que tiene por objeto:

· Integrar la participación de los sectores público, social y privado en el cumplimiento de los objetivos, estrategias y prioridades de la política estatal de desarrollo social;

· Establecer la coordinación, colaboración y concurrencia entre las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, estatal y Municipal, así como los órganos autónomos, en el diseño, formulación, instrumentación, control, seguimiento, evaluación y actualización de las políticas, programas, acciones e inversiones en materia de desarrollo social;

· Promover la vinculación y congruencia de los programas, acciones e inversiones del Gobierno Federal, estatal y municipal con los objetivos, estrategias y prioridades de la política estatal;

· Fomentar la participación de los particulares, organismos, instituciones y representantes del sector social y privado en el desarrollo social;

· Coordinar las acciones orientadas a la consecución de los objetivos, estrategias y prioridades de la política estatal;

· Impulsar la desconcentración y descentralización de los recursos y acciones para el desarrollo social; y

· Vigilar que los recursos asignados al desarrollo social sean ejercidos con honradez, oportunidad, transparencia y equidad, garantizando la rendición de cuentas de la política de desarrollo social.

Particularmente en lo referente a la definición y mediación de la pobreza, el artículo 36 de la Ley General de Desarrollo Social establece lo siguiente: 

Los lineamientos y criterios que establezca el Consejo Nacional de evaluación de la Política de Desarrollo Social para la definición, identificación y mediación de la pobreza son ampliación obligatoria para las entidades y dependencias públicas que participen en la ejecución de los programas de  desarrollo social, deberá utilizar la información que  genere el Instituto de estadística, geografía e Informática, independiente de otros  datos que se  estime conveniente, al menos sobre los siguientes indicadores:

I. Ingreso corriente per cápita;

II. Rezago educativo promedio en el hogar;

III. Acceso a los servicios de salud;

IV. Acceso a la seguridad social;

V. Calidad y espacios de la vivienda;

VI. Acceso a los servicios básicos en la vivienda;

VII. Acceso a la alimentación nutritiva y de calidad;

VIII. Grado de cohesión social, y

IX. Grado de accesibilidad a carretera pavimentada.

En este sentido, la legislación local en materia, establece en el artículo 34 Bis 15 de la Ley de Desarrollo social para el estado de colima, los indicadores antes mencionados, excluyendo el relativo al “grado de accesibilidad a carretera pavimentada” y sin incluir en la fracción VII del citado artículo los adjetivos de  “nutritiva y  calidad” por lo que se refiere al acceso a la alimentación.

Por lo tanto, es necesario actualizar y armonizar el ordenamiento jurídico en materia de desarrollo social, observando lo establecido en los tratados internacionales y principios constitucionales; homologando básicamente los lineamientos y criterios generales para definir, identificar y medir la pobreza.

En ese orden de ideas, el presente dictamen, busca actualizar los criterios en cuestión, con la finalidad de unificar los indicadores, debido a que la pobreza y su combate son temas obligatorios y prioritarios para las agendas de los tres niveles de gobierno.

Así pues, la alimentación es muy diferente a la alimentación nutritiva y de calidad, puesto que la primera simple y sencillamente se trata de la capacidad de ingerir alimentos cualesquiera que de estos se tratara; en cambio la alimentación nutritiva y de calidad, se trata de la capacidad de ingerir alimentos, pero con una suficiente y adecuada cantidad de nutrimentos que permitan un adecuado desarrollo de la persona.

Así mismo se incorpora el indicador consistente en el 2 Grado de Accesibilidad a carretera pavimentada” para homologar la Ley estatal con la Ley General en aras de lograr una correcta y exacta definición, identificación y medición de la pobreza en el Estado; y a partir de esta establecer las políticas-publicas atinentes para su combate.

Modificaciones que permitirán implementar acciones más efectivas para implementar en el estado una Política de Desarrollo Social atinente y adecuada en beneficio de toda la ciudadanía, en especial de los que se encuentran en situaciones de vulnerabilidad.”

II.- Leída y analizada la iniciativa en comento, los Diputados que integramos la Comisión de Estudios Legislativos y Puntos Constitucionales, mediante citatorio emitido por el Presidente de la misma, sesionamos al interior de la Sala de Juntas “Gral. Francisco J. Múgica”, a efecto de realizar el proyecto de dictamen correspondiente, con fundamento en el artículo 91 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, con base a los siguientes:
  C O N S I D E R A N D O S 

PRIMERO.- La Comisión de Estudios Legislativos y Puntos Constitucionales, es competente para conocer y estudiar la iniciativa en materia, de conformidad a lo establecido en la fracción I del artículo 33 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima,  así como lo establecido por la fracción III del artículo 53 del Reglamento de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Colima, disposiciones legales que facultan a esta Comisión dictaminadora, para conocer de los asuntos relacionados con reformas planteadas.
SEGUNDO.- Una vez realizado el estudio y análisis de la iniciativa en comento, los Diputados que integramos esta Comisión de Estudios Legislativos y Puntos Constitucionales, determinamos su viabilidad bajo los siguientes términos:

En principio cabe precisar que la intención del iniciador es reformar diversas disposiciones de la Ley de Desarrollo Social para el Estado de Colima, a efecto de regular en el glosario de la ley el término de perspectiva de género; así mismo homologar el término relativo al acceso a la alimentación nutritiva y de calidad. 
En atención a lo establecido en nuestra Constitución Local, la intención del iniciador es establecer que se deberá utilizar la información estadística e indicadora que genere el Sistema de Información Integral de Desarrollo Social en el Estado y los datos otorgados por los Ayuntamientos, para lo que se deberá considerar grado de accesibilidad a una carretera pavimentada.
En cuanto a establecer el término de perspectiva de género, manifestamos que existen diferentes concepciones sobre el significado de discriminación y diferentes concepciones sobre la forma de atenderla, una de ellas es la atención a la diversidad que se basa en la idea del ser humano con diferencias y singularidades, en donde las relaciones interpersonales se construyen en las diferencias individuales, en la diversidad. Y precisamente la discriminación se instaura en la idea contraria, es decir, el miedo a lo diferente, y en ese miedo también se construyen diferentes tipos de violencia que desgastan el tejido social. La atención a la diversidad emerge del paradigma de la paz y son diferentes teóricos los que han aportado a su construcción y sobre todo a la prevención de la discriminación en las escuelas por cada uno de los integrantes de la comunidad escolar.

En tanto que de otro lado, la perspectiva de género, es una herramienta o mecanismo de análisis, que busca explicar el fenómeno de la desigualdad y de la inequidad entre hombres y mujeres. Consiste en el enfoque de las cosas, situaciones o problemas, tomando en consideración la diversidad en los modos en que se presentan las relaciones de género en la sociedad, pero entendiendo a la vez la identidad de género, tanto de hombres como mujeres. Cabe señalar que la perspectiva de género permite también, el diseño de políticas que, desde diferentes ámbitos, contribuyen a generar acciones a favor de la mujer, a cambiar los estereotipos de género y a definir un nuevo concepto de justicia para tratar igual a los/as iguales. Desde estas políticas públicas es necesario impulsar proyectos y programas innovadores que vinculen, atraigan y retengan a un porcentaje cada vez mayor de mujeres a la vida laboral y pública, por ello se determina su viabilidad.

Por otro lado, con relación a reformar y adicionar el Artículo 34 Bis 15, su objeto es a efecto de actualizar el término “Acceso a la alimentación” y agregarle nutritiva y de calidad, y agregar el termino grado de accesibilidad a carretera pavimentada, se termina su viabilidad puesto que dichos términos ya son establecidos en el artículo 36 de la Ley General de Desarrollo Social, por tal motivo se advierte que son homologaciones, las cuales se determinan procedentes.
TERCERO.- Conviene resaltar que nuestra Constitución Política de los Estados Unidos mexicanos, en su artículo 25, señala que:

“Artículo 25.-  Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para garantizar que éste sea integral y sustentable, que fortalezca la Soberanía de la Nación y su régimen democrático y que, mediante la competitividad, el fomento del crecimiento económico y el empleo y una más justa distribución del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases sociales, cuya seguridad protege esta Constitución. La competitividad se entenderá como el conjunto de condiciones necesarias para generar un mayor crecimiento económico, promoviendo la inversión y la generación de empleo.

El Estado velará por la estabilidad de las finanzas públicas y del sistema financiero para coadyuvar a generar condiciones favorables para el crecimiento económico y el empleo. El Plan Nacional de Desarrollo y los planes estatales y municipales deberán observar dicho principio.

El Estado planeará, conducirá, coordinará y orientará la actividad económica nacional, y llevará a cabo la regulación y fomento de las actividades que demande el interés general en el marco de libertades que otorga esta Constitución.

Al desarrollo económico nacional concurrirán, con responsabilidad social, el sector público, el sector social y el sector privado, sin menoscabo de otras formas de actividad económica que contribuyan al desarrollo de la Nación.

El sector público tendrá a su cargo, de manera exclusiva, las áreas estratégicas que se señalan en el artículo 28, párrafo cuarto de la Constitución, manteniendo siempre el Gobierno Federal la propiedad y el control sobre los organismos y empresas productivas del Estado que en su caso se establezcan. Tratándose de la planeación y el control del sistema eléctrico nacional, y del servicio público de transmisión y distribución de energía eléctrica, así como de la exploración y extracción de petróleo y demás hidrocarburos, la Nación llevará a cabo dichas actividades en términos de lo dispuesto por los párrafos sexto y séptimo del artículo 27 de esta Constitución. En las actividades citadas la ley establecerá las normas relativas a la administración, organización, funcionamiento, procedimientos de contratación y demás actos jurídicos que celebren las empresas productivas del Estado, así como el régimen de remuneraciones de su personal, para garantizar su eficacia, eficiencia, honestidad, productividad, transparencia y rendición de cuentas, con base en las mejores prácticas, y determinará las demás actividades que podrán realizar.

Asimismo, podrá participar por sí o con los sectores social y privado, de acuerdo con la ley, para impulsar y organizar las áreas prioritarias del desarrollo.

Bajo criterios de equidad social, productividad y sustentabilidad se apoyará e impulsará a las empresas de los sectores social y privado de la economía, sujetándolos a las modalidades que dicte el interés público y al uso, en beneficio general, de los recursos productivos, cuidando su conservación y el medio ambiente.

La ley establecerá los mecanismos que faciliten la organización y la expansión de la actividad económica del sector social: de los ejidos, organizaciones de trabajadores, cooperativas, comunidades, empresas que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores y, en general, de todas las formas de organización social para la producción, distribución y consumo de bienes y servicios socialmente necesarios.

La ley alentará y protegerá la actividad económica que realicen los particulares y proveerá las condiciones para que el desenvolvimiento del sector privado contribuya al desarrollo económico nacional, promoviendo la competitividad e implementando una política nacional para el desarrollo industrial sustentable que incluya vertientes sectoriales y regionales, en los términos que establece esta Constitución.

A fin de contribuir al cumplimiento de los objetivos señalados en los párrafos primero, sexto y noveno de este artículo, las autoridades de todos los órdenes de gobierno, en el ámbito de su competencia, deberán implementar políticas públicas de mejora regulatoria para la simplificación de regulaciones, trámites, servicios y demás objetivos que establezca la ley general en la materia.”
De igual manera la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima, en su artículo 11, establece lo siguiente:

“Artículo 11.- Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo en el ámbito de sus atribuciones. Para tales efectos y con la participación de la sociedad, planeará, conducirá, coordinará y orientará el desarrollo de la Entidad para garantizar que éste sea integral y sustentable, que fortalezca su régimen democrático y que, mediante la competitividad, el fomento del crecimiento económico y el empleo, y una más justa distribución del ingreso, permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de las personas y grupos sociales, cuya seguridad protegen la Constitución Federal y esta Constitución.

El Gobernador del Estado podrá establecer zonas de desarrollo económico para el cumplimiento de lo previsto en el párrafo anterior, las cuales podrán abarcar uno o más municipios, o parte de éstos, en los términos que disponga la ley.

La aprobación de tales zonas estará a cargo de los poderes públicos competentes en los términos que señale la ley, previa consulta a los municipios involucrados, los que podrán hacer compromisos en materia de servicios, facultades y hacienda pública con la autorización del Ayuntamiento.

Todas las autoridades, en el ámbito de su competencia, deberán implementar políticas públicas de mejora regulatoria para la simplificación de regulaciones, trámites, servicios y demás objetivos que establezcan las leyes de la materia. Las regulaciones promoverán que los beneficios para la sociedad sean superiores a sus costos y fomentar la competitividad, el crecimiento económico y el empleo.

La propiedad privada gozará de protección y garantía en el Estado, con las modalidades que la Constitución Federal, esta Constitución y las leyes impongan a su ejercicio como función social. Para tales efectos, la organización y el funcionamiento del registro público inmobiliario y de personas morales del Estado se armonizarán y homologarán con los catastros municipales, en los términos de las leyes aplicables.”
En este tenor, la Comisión dictaminadora coincide íntegramente con lo redactado por los iniciadores determinando su viabilidad, puesto que la misma garantiza la armonización entre leyes federales y locales, y en aras de actualizar términos y adecuarlos a la realidad social que se vive, propuesta que sin duda favorecerá a nuestra sociedad colimense.

Por lo antes expuesto se expide el siguiente:

  DECRETO NO. 508
ÚNICO.- Se aprueba y es de aprobarse reformar la fracciones XII, XIII y adicionar la fracción XIV al artículo 7; asimismo reformar las fracciones VII, IX, X y adicionar la fracción XI al artículo 34 Bis 15, todos de la Ley de Desarrollo Social para el Estado de Colima, para quedar en los siguientes términos: 

ARTÍCULO 7.- […]  
I a la XI.- […]

XII.- Diversidad: El reconocimiento en términos de origen étnico o racial, genero, edad, capacidades diferentes, condición social, condiciones de salud, religión, opiniones, preferencias, estado civil o cualquier otra, para superar toda condición de discriminación y promover un desarrollo con equidad y respeto a las diferencias; 

XIII.- Libre determinación y autonomía de los pueblos indígenas y sus comunidades: Reconocimiento en el marco constitucional a las formas internas de convivencia y de organización; ámbito de aplicación de sus propios sistemas normativos; elección de sus autoridades o representantes; medios para perseverar y enriquecer sus lenguas y cultura; medios para conservar y mejorar su hábitat; acceso preferente a sus recursos naturales y acceso pleno a la jurisdicción del Estado; y 

XIV.- Perspectiva de género: una visión científica, analítica y política sobre las mujeres y los hombres que se propone eliminar las causas de la opresión de género, como la desigualdad, la injusticia y la jerarquización de las personas basada en el género; que se plantea la equidad de género en el diseño y ejecución de las políticas públicas de desarrollo social.

ARTICULO 34 Bis 15.- […]  

I a la VI […]

VII.- Acceso a la alimentación nutritiva y de calidad;

VIII.- […]

IX.- Discriminación Social;

X.- Condición de desamparo por discapacidad; y

XI.- Grado de accesibilidad a carretera pavimentada.

T R A N S I T O R I O

ÚNICO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial “El Estado de Colima”.

El Gobernador del Estado dispondrá se publique, circule y observe.
Dado en el Recinto Oficial del Poder Legislativo a los veinte días del mes de junio del año dos mil dieciocho.

C. NABOR OCHOA LÓPEZ

DIPUTADO PRESIDENTE
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DECRETO 508. Por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones a la Ley de Desarrollo Social para el Estado de Colima.
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